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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO

Medellín, quince (15) de octubre de dos mil catorce (2014)
	RADICADO:

	05001 33 33 020 2014 01190 00

	TRAMITE
	CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL

	SOLICITANTE 
	ILDA ADIELA SALAS BERNAL

	SOLICITADO
	E.S.E. HOSPITAL SAN CAMILO DE LELIS DEL MUNICIPIO DE VEGACHÍ- ANTIOQUIA

	TEMA:
	RECONOCIMIENTO, LIQUIDACIÓN Y PAGO DE DERECHOS LABORALES.

	DECISIÓN
	IMPRUEBA CONCILIACIÓN 

	INTERLOCUTORIO 
	No. 588


Resuelve el Despacho acerca de la aprobación o improbación de los términos del acuerdo conciliatorio celebrado entre la señora ILDA ADIELA SALAS BERNAL y la E.S.E. HOSPITAL SAN CAMILO DE LELIS DEL MUNICIPIO DE VEGACHÍ- ANTIOQUIA.
ANTECEDENTES
La señora ILDA ADIELA SALAS BERNAL, actuando por conducto de apoderada judicial constituido para el efecto, presentó solicitud de conciliación prejudicial ante la Procuraduría Delegada para la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, con el propósito de que la E.S.E. HOSPITAL SAN CAMILO DE LELIS DEL MUNICIPIO DE VEGACHÍ- ANTIOQUIA, proceda a reconocer y pagar al demandante los salarios correspondientes a horas extras, dominicales, festivos, remisiones y demás emolumentos económicos por fuera de la nómina, los cuales ascienden a la suma de $2.253.227.
Fundamenta su petición en los hechos que se resumen de la siguiente manera:
La señora ILDA ADIELA SALAS BERNAL, tomó posesión el 01 de agosto de 2000 en el cargo de auxiliar de enfermera en el centro de salud del corregimiento El Tigre de la E.S.E. Hospital San Camilo Lelis de Vegachí- Antioquia.
Señala que en la fecha comprendida entre el 01 de julio de 2012 hasta el 30 de marzo de 2013, laboró horas extras, domingos, festivos, remisiones y compensaciones, las cuales no se le incluyeron en la nómina respectiva y a la fecha no se le han cancelado.
Que el valor a pagar a la enfermera es de $2.253.227, según  consta en la planilla de viáticos y gastos de viaje, elaborada por la E.S.E. Hospital San Camilo de Lelis de Vegachí, de horas extras, domingos, festivos, remisiones, compensaciones y demás emolumentos económicos.
Señala que el día 20 de mayo de 2014, se radicó derecho de petición ante la E.S.E. convocada, para que se le cancelara lo adeudado por emolumentos solicitados.

Aduce que mediante oficio No. 063SA1-14 del 04 de junio de 2014, se le da respuesta al derecho de petición, en el cual se observa voluntad de conciliación, pero también se indica que la misma no llegó a feliz término, dado que no existían los soportes para el pago.

Indica que a la fecha de presentación de la solicitud de conciliación, se aportan los soportes para el pago como el Oficio No. 063SA1-14, acta de posesión Mo. 047 del 01 de agosto de 2000, y la planilla de gastos de viaje.

Admitida la solicitud de conciliación por la autoridad competente, se fijó fecha para la celebración de la audiencia el día 14 de agosto de 2014 a las 09:30 a.m, diligencia que se llevó a cabo el día y hora señalada lográndose en ésta un acuerdo conciliatorio contenido en el acta No. 539 obrante a folio 22, con la siguiente manifestación de las partes: 
El apoderado de la parte convocada, expresó: 

“Siendo el intermediario de la voluntad del representante legal de la E.S.E. , doctor LUIS EVELIO GRANADA RODRIGUEZ, debo manifestarle al señor Procurador y a la convocante , el ánimo de llegar a un acuerdo en los siguientes términos: Durante la vigencia de 2012, la señora ILDA ADIELA SALAS BERNAL, prestó sus servicios de auxiliar de enfermería en horas extralegales dentro de la ESE HOSPITAL SAN CAMILO DE LELIS, ha surgido una obligación de pagar por parte de la E.S.E. como contraprestación por estos servicios  prestados los cuales ascienden –sic- a un valor de DOS MILLONES DOSCIENTOS CINCUENTA Y TRES MIL DOSCIENTOS VEINTISIETE PESOS ($2`253.227), la E.S.E., con miras a garantizar una buena administración de sus recursos  y de la misma manera los derechos de sus trabajadores ha querido reconocer la deuda pagarla en cuatro cuotas iguales a partir del mes siguiente de la aprobación que se llegare a dar por parte de los jueces administrativos. De igual forma se advierte que con el reconocimiento de esta obligación no cabe ningún tipo de reconocimiento de intereses por parte de la ESE HOSPITAL SAN CAMILO DE LELIS. En vista de que la ESE HOSPITAL SAN CAMILO DE LELIS, pertenece a un municipio de sexta categoría no tiene la obligación de conformar comité de conciliación de conformidad con el decreto 1716 de 2009, por consiguiente aporto autorización por escrito emitida por el representante legal de la misma entidad...”. 
Frente a tal ofrecimiento, el apoderado de la parte convocante quien manifestó: 
“Como representante de la convocante ILDA ADIELA SALAS BERNAL, estoy totalmente de acuerdo por lo expuesto por el doctor JUAN CARLOS ARBELAEZ RESTREPO…” 

CONSIDERACIONES

La conciliación es uno de los mecanismos alternativos de solución de los conflictos previstos por nuestra legislación, consistiendo básicamente, como lo pregona el artículo 64 de la Ley 446 de 1998, en el instrumento a través del cual, dos o más personas gestionan sus diferencias, con la ayuda de un tercero neutral denominado conciliador. Luego, el elemento básico para que pueda entrar a actuar este medio de composición es que haya posiciones encontradas entre dos o más personas, de donde, emerge de modo irrefutable que no habiendo diferencias entre los extremos solicitante y solicitado la conciliación sale sobrando, no es y no puede ser el escenario actuante para ningún efecto, como quiera que el propósito que se sirve con ella no es otro distinto al de ser fuente de arreglo de eventuales o existentes disputas. 

Son conciliables los asuntos susceptibles de transacción, desistimiento y conciliación –art. 19 de la Ley 640 de 2001-, al igual que todos los demás que determine la Ley –art. 65 de la Ley 446 de 1998-. Y desde el punto de vista de sus efectos, se ha dispuesto que el acuerdo conciliatorio haga tránsito a cosa juzgada y que el acta de conciliación presta mérito ejecutivo.

Ahora bien, capítulo aparte en la Ley 23 de 1991, en la Ley 446 de 1998 y en la Ley 640 de 2001, merece el tema de la conciliación en materia contencioso administrativa, habiéndose previsto que pueden conciliar, total o parcialmente, en las etapas tanto prejudicial como judicial, las personas jurídicas de derecho público, a través de sus representantes legales o por conducto de apoderado, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de los que conozca o pueda conocer la jurisdicción de lo contencioso administrativo a través de las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho, de reparación directa y contractuales, con la única salvedad en cuanto concierne al primer orden de acciones antes mencionadas en tanto no es posible, por mediar prohibición expresa, conciliar en asuntos de carácter tributario. Y obsérvese bien, que en todo caso, en la base de la conciliación subyace, como substrato absolutamente indispensable, un conflicto real y existente, que no habiéndolo o siendo el mismo fingido o aparente, la conciliación que se active es espuria e insano el eventual arreglo al que se llegue. 

No se olvide que la conciliación contencioso administrativa es siempre en derecho, como lo indica el articulo 3° de la Ley 640 de 2001, pues se realiza ante autoridades en cumplimiento de funciones conciliatorias, lo cual debe llamar la atención con reforzada intensidad al punto atinente al respeto que se debe en estos casos de manera muy especial al principio de legalidad, como quiera que el juez administrativo es el guardián de la legalidad administrativa.  

En atención a lo estatuido en el artículo 59 de la Ley 23 de 1991, modificado por el artículo 70 de la Ley 446 de 1998, en concordancia con el artículo 23 de la Ley 640 de 2001, podrán conciliar, total o parcialmente, en las etapas prejudicial o judicial, las personas jurídicas de derecho público, a través de sus representantes legales o por conducto de apoderado, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o pueda conocer la jurisdicción de lo contencioso administrativo, a través de las acciones previstas en los artículos 138, 140 y 141 del CPACA.

El artículo 161 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo-Ley 1437 de 2011, también contempló la conciliación prejudicial en materia contencioso administrativa en las demandas en que se formulen pretensiones relativas a nulidad y restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales. Así mismo, se estableció la posibilidad de conciliar judicialmente las pretensiones una vez instaurado el proceso ordinario en ejercicio de los medios de control señalados en los artículos 138, 140 y 141 de dicha regulación, conforme se puede observar en el numeral 8° del artículo 180 ibídem.
Con relación a los supuestos para la aprobación de los acuerdos conciliatorios, se ha referido el Consejo de Estado, mediante providencia de fecha 26 de Marzo de 2009, M.P. Ramiro Saavedra Becerra, Exp. No.  2007-00014-01(34233), al exponer:
El artículo 70 de la Ley 446 de 1998 -que modificó el artículo 59 de la Ley 23 de 1991-, dispone que las personas jurídicas de derecho público podrán conciliar, total o parcialmente, a través de sus representantes legales o por conducto de apoderado, en las etapas prejudicial o judicial, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o pueda conocer la jurisdicción de lo contencioso administrativo a través de las acciones previstas en los artículos 138, 140 y 141 del Código Contencioso Administrativo; también se podrá conciliar en los procesos ejecutivos de que trata el artículo 75 de la Ley 80 de 1993, siempre y cuando en éstos se hubieren formulado excepciones de mérito.

Por su parte, el artículo 73 ibidem –que le añadió el artículo 65A a la Ley 23 de 1991-, establece que la autoridad judicial improbará el acuerdo conciliatorio cuando no se hayan presentado las pruebas necesarias para ello, sea violatorio de la ley o resulte lesivo para el patrimonio público, teniendo en cuenta así mismo, que conforme a lo dispuesto por el parágrafo 2º del artículo 81 de la Ley 446 –modificatorio del artículo 61 de la Ley 23 de 1991-, no habrá lugar a conciliación cuando la correspondiente acción haya caducado; de acuerdo con lo anterior, los principales criterios que deben ser analizados para efectos de determinar la procedencia de la aprobación del acuerdo conciliatorio al que hayan llegado las entidades estatales, dentro o fuera de un proceso judicial, son:

1) Que las partes estén debidamente representadas y que estos representantes tengan capacidad para conciliar.

2) Que el acuerdo conciliatorio verse sobre acciones o derechos económicos disponibles por las partes.

3) Que la acción no haya caducado.
4) Que se hayan presentado las pruebas necesarias para soportar la conciliación, es decir, que respalden lo reconocido patrimonialmente en el acuerdo.

5) Que el acuerdo no sea violatorio de la ley 

6) Que el acuerdo no resulte lesivo para el patrimonio público.

En el caso concreto, se observa que el acuerdo conciliatorio fue suscrito por la apoderada de la parte convocante, quien, según poder conferido (folio 1 y 2), cuenta con amplias facultades para conciliar procesal y extraprocesalmente, desistir, recibir, sustituir y reasumir, transigir y las demás facultades inherentes a su mandato judicial.
Así mismo, no se discute que la entidad convocada se encuentra debidamente representada, en tanto quien suscribió el acta de conciliación fue el apoderado designado por el representante legal de la entidad, Doctor JUAN CARLOS ARBELAEZ RESTREPO.  Se advierte que el apoderado cuenta con la facultad expresa para conciliar según poder que obra a folio 18.
En cuanto a las pruebas que sustentan el acuerdo conciliatorio, el Consejo de Estado en proveído del 3 de marzo de 2010, expediente 37.644, manifestó:

“4. Que el acuerdo conciliatorio cuente con las pruebas necesarias, no sea violatorio de la ley o no resulte lesivo para el patrimonio público (artículo 65 A de la Ley 23 de 1991 y artículo 73 de la Ley 446 de 1998).

Respecto de este requisito, esta Sección del Consejo de Estado, de manera general y reiterada, ha sostenido que si bien la conciliación propende por la descongestión de la Administración de Justicia y por la composición del conflicto a través de una solución directa acordada por las partes, no lo es menos que todo acuerdo conciliatorio debe ser examinado por el juez, quien para aprobarlo debe establecer que ese arreglo económico se ajuste a la ley y no resulte lesivo para el patrimonio público
. 

En tales condiciones, el solo acuerdo de voluntades entre las partes involucradas en el conflicto no basta para que dicha conciliación surta efectos jurídicos, dado que la aprobación del acuerdo conciliatorio depende de la fortaleza probatoria que lo sustenta, dado que el juez, además de llegar a la convicción de su fundamentación jurídica, debe verificar que no resulte lesivo para el patrimonio público, pues según los dictados del artículo 65 A de la Ley 23 de 1991 -adicionado por el 73 de la Ley 446 de 1998-, el acuerdo conciliatorio debe estar fundado en las pruebas necesarias, esto es contar con el debido sustento probatorio. 

En cuanto a las pruebas, éstas deben ser de tal entidad que lleven al juez al convencimiento y la certeza de que lo acordado por las partes cuenta con pleno sustento fáctico y jurídico, de manera que cualquier duda, confusión o contradicción que se presente al realizar el debido estudio de legalidad, debe considerarse como razón suficiente para improbar la conciliación realizada.

Así lo ha dicho de manera reiterada esta Corporación:

“En éste mismo sentido, ha manifestado la Sala, que la conciliación en materia contenciosa administrativa y su posterior aprobación, deben estar respaldadas con elementos probatorios idóneos y suficientes respecto del derecho objeto de controversia, por estar en juego el patrimonio estatal y el interés público, de manera que, con el acervo probatorio allegado, el juez de conocimiento no tenga duda alguna acerca de la existencia de la posible condena en contra de la administración y que por lo tanto la aprobación del acuerdo conciliatorio resultará provechoso para los intereses de las partes en conflicto.”.
 (Resalta el Juzgado)
El soporte probatorio que se adjuntó a la solicitud de conciliación, consta de los siguientes documentos:
1- Original del oficio No. 063SA1-14 del 04 de junio de 2014, como respuesta al derecho de petición (fl. 7).

2- Copia informal del acta de posesión No. 047 del 01 de agosto de 2000, de la señora ILDA ADIELA SALAS BENAL en el cargo de auxiliar de enfermería (fl. 8).

3- Copia informal de una relación de viáticos y gastos de viaje, donde se encuentra incluida la convocante  (fl. 9).

4- Original de la propuesta para conciliar suscrita por el gerente de la ESE (fl. 21)

Conforme a lo anterior el despacho encuentra lo siguiente:
Con relación  a las horas que la entidad le adeuda a la convocante, no se especificó concretamente cuáles fueron, pues no se adjuntó un cuadro de turnos que comprendiera el periodo en discusión, es decir,  va desde el mes de julio de 2012 hasta el mes de marzo de 2013, de acuerdo a lo narrado en el hecho segundo de la solicitud de conciliación. Tampoco en la propuesta para conciliar (fol. 21) ni en el acuerdo logrado entre las partes, el cual está contenido en el acta de conciliación No. 539 de fecha 14 de agosto de 2014 (fol. 22), se especificó qué días, fechas  y horas fueron las que trabajó la convocante y no fueron canceladas por la entidad. No se aportó comprobante que certificara el salario devengado por la convocante para los años 2012 y 2013, siendo necesario por parte de esta agencia judicial para determinar que lo reconocido no se hizo de manera tal que afecte el patrimonio público.  

Referente a lo adeudado por concepto de viáticos y gastos de viaje, del certificado aportado a folio 9, no se allegó el soporte suficiente por el que se consignó la suma de $679.800, en tanto no se aporta la relación de los gastos que generaron tal valor. 
Así las cosas, es dable concluir que los derechos reconocidos en el acuerdo logrado entre las partes no están debidamente respaldados por las probanzas arrimadas a la actuación.
Por lo que no basta simplemente con afirmar los supuestos de hecho que sustentan la solicitud, sino que las partes tienen la carga de arrimar las pruebas que respalden la obligación del ente público.

Es necesario tener en cuenta que el límite de toda conciliación, sea judicial o prejudicial, lo marca el hecho de que la misma, no cause un agravio injustificado al patrimonio del Estado, por lo cual debe verificarse la existencia de medios de prueba suficientes y necesarios, que permitan el reconocimiento de la obligación reclamada al Estado. 

El Juez administrativo ha sido desde siempre el guardián de la legalidad administrativa, abarcando ese control judicial, el examen de la actuación administrativa, por tal motivo no escapa a la tarea examinadora del Juez el control de legalidad sobre los acuerdos conciliatorios prejudiciales en tanto en los mismos se comprometen recursos públicos, por lo cual, uno de los deberes de esta jurisdicción especializada consiste en que al revisar las conciliaciones en materia contencioso administrativa, por estar en juego el patrimonio estatal y el interés público,  verificar que las posiciones asumidas dentro del trámite extrajudicial respectivo se encuentren debidamente respaldadas con elementos probatorios idóneos y suficientes respecto del derecho objeto de controversia, como así, lo definió el H. Consejo de Estado por conducto de la Sección Tercera cuando en auto del 30 de enero de 2003
 manifestó: 

La conciliación en materia contencioso administrativa y su posterior aprobación, por estar en juego el patrimonio estatal y el interés público, una y otra deben estar respaldadas con elementos probatorios idóneos y suficientes respecto del derecho objeto de controversia, de manera que no quede duda al juez de conocimiento que existen altas probabilidades de condena en contra de la administración y que la aprobación del acuerdo conciliatorio resultaría provechosa para los intereses de las partes en conflicto. La decisión así adoptada no implica que la Sala desconozca la importancia y utilidad de la conciliación no solo como mecanismo de descongestión de los despachos judiciales sino también para procurar la efectividad de los derechos de las partes, sino que en tratándose del patrimonio e interés públicos, no es posible omitir la exigencia de certeza del derecho reclamado.
Evidentemente, no es sólo que se acredite probatoriamente el derecho objeto de controversia, sino que, ese material acreditativo aportado sea indicativo de que existe una alta probabilidad de condena para el ente público de trabarse el litigio.
Dada entonces, la importancia que adquiere el acervo probatorio en casos en los cuales una Entidad del Estado reconoce voluntariamente el pago de una suma de dinero por concepto de eventuales responsabilidades contractuales o laborales, y conforme a tales pronunciamientos jurisprudenciales, no sería posible jurídicamente aprobar el acuerdo conciliatorio celebrado entre ILDA ADIELA SALAS BENAL, y la E.S.E. HOSPITAL SAN CAMILO DE LELIS DE VEGACHÍ- ANTIOQUIA.
De manera entonces, que la aprobación de un acuerdo conciliatorio en donde los supuestos fácticos que originan la controversia adolecen de fundamentales sustentos probatorios, incluso, desconociéndose el precepto legal sobre la suficiencia y necesariedad de la prueba, pone en peligro el patrimonio del Estado. 

Sin más consideraciones, el Despacho procederá a improbar la conciliación, ordenando la devolución de los anexos sin necesidad de desglose, previa desanotación de su registro.

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO  ORAL DE MEDELLÍN, 
RESUELVE

PRIMERO: IMPROBAR el acuerdo conciliatorio celebrado el 14 de agosto de 2014, entre la señora ILDA ADIELA SALAS BERNAL a través de su apoderada judicial y la E.S.E. HOSPITAL SAN CAMILO DE LELIS DE VEGACHÍ- ANTIOQUIA, por las razones expuestas en la parte motiva de la providencia.

SEGUNDO: Se dispone la entrega de los anexos a la parte interesada sin necesidad de desglose. 

TERCERO. La abogada ZULMA DALILA FLOREZ MIRA, actúa como apoderada de la parte convocante, el abogado JUAN CARLOS ARBELAEZ RESTREPO actúa como representante judicial de la parte convocada. 
CUARTO.  En firme esta providencia, pase  el expediente  para su archivo.

NOTIFÍQUESE
SANDRA LILIANA PÉREZ HENAO
JUEZ

M.D.C.
	NOTIFICACIÓN POR ESTADO

JUZGADO VEINTE (20°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO

En la fecha se notificó por ESTADO el auto anterior.

Medellín, 16 de octubre de 2014 fijado a las 8 a.m.

VERÓNICA MARÍA PEDRAZA PIEDRAHITA

SECRETARIA  



NOTIFICACIÓN PERSONAL

JUZGADO VEINTE (20°) ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN
Medellín, _______________________________________

COMPARECIÓ EL SEÑOR PROCURADOR JUDICIAL DELEGADO ANTE 

ESTE DESPACHO QUIEN SE LE NOTIFICO PERSONALMENTE 
EL CONTENIDO DEL AUTO ANTERIOR.
____________________________________________

PROCURADOR JUDICIAL No 167
� En este sentido, ver autos de julio 18 de 2007, exp. 31838; M.P. Dra. Ruth Stella Correa Palacio y de septiembre 4 de 2008, exp. 33.367, entre otros. 


� Consejo de Estado. Sección Tercera. Auto del 21 de octubre de 2004. Expediente 25000-23-26-000-2002-2507-01(25140) DM. MP. Germán Rodríguez Villamizar.





� H. CONSEJO DE ESTADO. Sala Contencioso Administrativa. Sección Tercera. Auto del 30 de enero de 2003. Actor: ROSANA GÓMEZ PATIÑO Y OTROS Vs. NACIÓN-INVÍAS Y OTROS. Expediente Radicación N°. 0800123310001999068301 (22232). M. P. Dr. Germán Rodríguez Villamizar.
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